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Es en el artículo 54 del Decreto 40/2011, de 22 de febrero, por el que se regulan los criterios y el procedimiento 
de admisión del alumnado en los centros docentes públicos y privados concertados, en su redacción dada por el 
Decreto 9/2017, de 31 de enero, donde se establece expresamente que si una vez finalizado el periodo ordinario 
de matriculación se produjeran vacantes en el centro docente, sobre estas no tendrá prioridad el alumnado que 
resultó no admitido, y las mismas podrán ser adjudicadas en el procedimiento extraordinario.

Esta nueva redacción clarificó las dudas que ofrecía la anterior sobre la posibilidad de ofrecer las plazas vacantes una 
vez finalizada la matriculación del alumnado. Pero paralelamente cerró de manera definitiva cualquier posibilidad 
de que estas plazas pudieran ser ocupadas por cualquier alumno o alumna que no la hubiera conseguido durante la 
tramitación del procedimiento ordinario.

Ello ha producido situaciones tan paradójicas como que un alumno o alumna que hubiera quedado situado en 
el primer lugar de la lista de no admitidos, no hubiera podido acceder al centro al haberse producido la vacante 
con posterioridad al plazo de matriculación, y que no habiéndose producido ningún supuesto de escolarización 
extraordinaria, la plaza hubiera estado sin cubrir durante el curso completo. 

Si esta situación puede resultar decepcionante para aquellas familias que intentan la escolarización de uno solo 
de sus hijos, mucho mayor sentimiento de impotencia causa cuando de lo que se trata es de reagrupar o escolarizar 
a hermanos o hermanas en un mismo centro, como se reflejan en las quejas que recibimos.

Consideramos que se hace necesaria la revisión de esta norma y hacer posible una mayor flexibilidad a la 
hora de poder disponer de estas plazas, y en estos términos nos hemos dirigido a la Administración educativa.

..

1.4.2.4 Convivencia en los centros docentes
...

Pero al margen de aquellos supuestos en los que se nos pone de manifiesto los problemas de violencia o conflictividad 
entre iguales, también nos han sido planteadas, aunque no son frecuentes, algunas quejas de agresiones sufridas 
por el personal docente.

Traemos a colación un ejemplo. Una profesora solicitó el amparo de la Institución ante la situación de indefensión 
y desamparo en la que manifestaba haberse encontrado como consecuencia de la inadecuada actuación, a su juicio, 
tanto de la dirección del centro donde prestaba sus servicios, como de la Delegación Territorial competente, ante 
las agresiones verbales e intimidaciones que sufrió de uno de sus alumnos.

A lo largo de la extensa tramitación de la queja, comprobamos que, al contrario de lo que en un principio informó la 
Delegación Territorial implicada, no se había aplicado el protocolo previsto para estos casos. Se trata del protocolo 
de actuación en caso de agresión hacia el profesorado o el personal no docente, aprobado por Orden de 20 de junio 
de 2011, por la que se adoptan medidas para la promoción de la convivencia en los centros docentes sostenidos 
con fondos públicos y se regula el derecho de las familias a participar en el proceso educativo de sus hijos e hijas.

Tampoco se había podido imponer al alumno responsable las medidas disciplinarias que hubieran correspondido, 
debido a las irregularidades cometidas por la dirección del centro docente en la tramitación del expediente 
disciplinario al alumno. 

La Delegación Territorial que en un principio confirmó el inicio del protocolo señalado, finalmente se desdijo de 
sus afirmaciones, argumentando ahora que considerando la dirección que los hechos ocurridos no constituían una 
agresión, no se entendió procedente la incoación de dicho protocolo.

Resultaba paradójico, sin embargo, que reconociéndose por el organismo territorial estas circunstancias, se 
manifestara que tanto el inspector de zona, como la asesoría jurídica, sí habían llevado a cabo las actuaciones 
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correspondientes según el protocolo. El problema derivaba, según la Delegación Territorial, en que no se podía 
acreditar las actuaciones porque se habían realizado de forma oral y no por escrito, y que las conversaciones 
telefónicas no son grabadas.

Esta sola circunstancia, por sí misma, constituye el incumplimiento del tan aludido protocolo, puesto que según el 
mismo hubiera correspondido al inspector de referencia dejar constancia documental de su actuación.

De igual forma, y en base al mismo documento, corresponde a la inspección educativa informar a la interesada, 
de oficio, sobre qué tipo de asistencia tenía derecho a recibir como víctima de una agresión sufrida en el ejercicio 
de su funciones docentes -asistencia jurídica y asistencia psicológica-, así como indicarle el modo de solicitarla. Así 
mismo, también le hubiera correspondido elaborar un informe de lo ocurrido para su traslado a la asesoría jurídica, 
informe que, sin embargo, tampoco nos fue facilitado a pesar de haber sido demandado de forma expresa.

A nuestro juicio, de la información que habíamos recabado, consideramos fundamentados los sentimientos de 
indefensión y desamparo expresados por la interesada, así como una inadecuada actuación de la dirección del 
centro docente y del inspector de referencia. 

Y es que la profesora no solo se vio privada de la protección adecuada, en el más amplio sentido, sino que 
además, cuando ella misma intentó procurársela acudiendo en auxilio a personas ajenas al centro educativo, lejos 
de entender su actuación, se le recriminó y se intentó sancionarla vía expediente disciplinario. Finalmente este 
expediente fue sobreseído por no encontrar responsabilidad alguna en la actuación de la docente.

Estas disfunciones, que también hemos de señalar que no es representativa de la forma en la que, en general, actúa 
la Administracióln educativa competente en hechos similares, nos llevó a formular dos resoluciones. 

La primera, para que se adopten las medidas necesarias a fin de que por los centros docentes y por del servicio 
de inspección se extremen las precauciones a la hora de valorar y calificar los hechos que pudieran dar lugar a la 
incoación del correspondiente protocolo, así como para su correcta tramitación; y una segunda, para que se dicten 
las instrucciones necesarias para que, incoado el protocolo, se deje constancia documental de todo cuanto se 
actúe.

En el momento de la redacción del presente informe, aún estamos a la espera de la respuesta debida (queja 16/6341).

1.4.2.5 Servicios Educativos complementarios

Respecto de los servicios complementarios, el mayor número de intervenciones han estado relacionadas con los 
servicios de comedor.

En relación con este servicio, el mayor número de quejas que se recibían en esta Institución hasta que 
concluyó el curso 2016-2017, se referían, en general, a la insuficiencia en la oferta de plazas ofertadas y, 
particularmente, cuando esto afectaba a alumnos o alumnas cuyos progenitores trabajaban en un horario en el que 
les imposibilitaba hacerse cargo de los menores.

Sin embargo, la aprobación del Decreto 6/2017, de 16 de enero, por el que se regulan los servicios complementarios 
de aula matinal, comedor escolar y actividades extraescolares, supuso garantizar una plaza en el servicio de comedor 
a todo el alumnado cuyos padres, siempre que ostentaran su guarda y custodia, realizaran una actividad laboral o 
profesional remunerada que justifique la imposibilidad de atenderlos en el horario establecido para la prestación 
del servicio.

Al referirse el nuevo Decreto a las «personas que ejerzan la guarda y custodia» y no a la «patria potestad», como 
se hacía en la anterior regulación, se facilita, además, que aquellas familias en la que los hijos e hijas viven con uno 
solo de los progenitores, puedan tener garantizada una plaza, con independencia de si el progenitor no custodio 
ejerce o no una actividad laboral.
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